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Bogotá, D.C. 
 
Honorables Magistrado y Magistrada 
JORGE ENRIQUE IBAÑEZ NAJAR  
CRISTINA PARDO SCHLESINGER 
Honorables Magistrados y magistradas 
SALA PLENA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
secretaria3@corteconstitucional.gov.co  
 

Referencia:   Acción pública de inconstitucionalidad 
Radicado:   Expedientes D0015113 y D0015114 (acumulados) 
Demandante: Carlos Edward Osorio Aguiar    

 
            Asunto:                        Solicitud de nulidad de la Sentencia C-518 de 2023 
 
 
OSCAR OMAR GOMEZ CALDERON, abogado en ejercicio, identificado con la cédula de ciudadanía 
número 91.265.424 expedida en Bucaramanga, y con tarjeta profesional número 102.953 del 
Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderada especial de la Nación - 
MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA, en virtud del poder conferido por el Doctor TOMAS 
RESTREPO RODRIGUEZ, en su calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de 
Minas y Energía, de conformidad con la facultad conferida en la Resolución 40644 del 6 de 
agosto de 2019 “Por medio de la cual se delegan las funciones de representación judicial y extra 
judicial de la Entidad y se designa a un miembro del Comité de Conciliación y Defensa Judicial”, 
poder previamente allegado al despacho, respetuosamente presento solicitud de nulidad de la 
sentencia C-518 de 2023, dentro de la acción de la referencia con fundamento en lo siguiente: 
 

I. PROCEDENCIA DE LA NULIDAD CONTRA SENTENCIAS DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
El artículo 49 del Decreto 2067 de 1991, establece que “contra las sentencias de la Corte 
Constitucional no procede recurso alguno (…)”. Sin embargo, también dispone que, de manera 
excepcional, procede la nulidad de los procesos que cursan ante esa corporación por las 
irregularidades que impliquen violaciones al debido proceso.  
 
Ante esto, la jurisprudencia constitucional ha precisado que (i) las nulidades no implican, en sí 
mismas, la existencia de un recurso contra las providencias de esta Corte; y (ii) que su 
procedencia, como excepción, está restringida a la prueba de las situaciones jurídicas 
extraordinarias y violatorias de derechos fundamentales.1 
 
En ese sentido, en amplia jurisprudencia, la Corte Constitucional ha indicado que, en virtud de 
lo previsto en el artículo 49 del Decreto 2067 de 1991, es posible anular una sentencia que pone 

 
1 Corte Constitucional, Auto 162 de 2003. 
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fin a un proceso de constitucionalidad, cuando la decisión final vulnera de manera grave el 
derecho fundamental al debido proceso y, en ese marco, las garantías judiciales de las partes o 
intervinientes. Para ello, se ha indicado que el yerro de nulidad debe ser de tal entidad que 
afecte el sentido del fallo.  
 
Atendiendo al carácter excepcional, y dentro del propósito de garantizar, en todo caso, la 
seguridad jurídica de las providencias proferidas por la Corte Constitucional y en particular por 
la Sala Plena de dicha Corporación, la propia jurisprudencia constitucional ha indicado que la 
petición de nulidad debe cumplir con los siguientes requisitos generales y materiales:  
 
Requisitos generales:  

(i) Oportunidad. Cuando la nulidad tenga origen en la sentencia, el incidente de nulidad debe 
ser propuesto dentro de los tres (3) días siguientes contados a partir de la notificación de la 
sentencia; esto es, dentro de los tres (3) días siguientes a la desfijación del edicto que notifica 
el fallo. 

 (ii) Legitimación activa. El incidente de nulidad debe ser propuesto por: (i) el demandante, 
(ii) el Procurador General de la Nación, (iii) los ciudadanos que intervinieron de manera 
oportuna en el proceso, esto es, dentro del término de fijación en lista, y (iv) quienes hubiesen 
tenido iniciativa o intervenido como ponentes en la elaboración de la norma objeto de control. 

(iii) Carga argumentativa. La solicitud de nulidad debe explicar de qué forma la sentencia 
que se cuestiona atenta contra las garantías del debido proceso de manera “ostensible, 
probada, significativa y trascendental, es decir que tenga repercusiones sustanciales y 
directas en la decisión o en sus efectos”2 

Adicionalmente, en cuanto a los requisitos materiales, la nulidad procede en seis causales 
excepcionales; a saber:  
 

(I)  Cambio de jurisprudencia. El artículo 34 del Decreto 2591 de 1991 dispone que 
solamente la Sala Plena de la Corte está autorizada para realizar cambios de 
jurisprudencia y por ello, cualquier otro cambio desconoce el principio de juez natural 
y vulnera el artículo 13 superior. Existe jurisprudencia reiterada de esta Corte donde 
la nulidad por esta causal requiere jurisprudencia en vigor. 
 

(II) Desconocimiento de las mayorías legalmente establecidas. En los casos en los que 
la Corte dicta una sentencia sin que haya sido aprobada por las mayorías exigidas en 
el Decreto Ley 2067 de 1991, el Reglamento Interno (Acuerdo 02 de 2015) y la Ley 270 
de 1996. 

 

 
2 Auto 381 de 2014; cfr., igualmente, el Auto 043 de 2021. 
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(III) Incongruencia entre la parte considerativa y resolutiva de la sentencia. La causal se 
configura cuando existe incertidumbre respecto de la decisión adoptada, por ejemplo, 
ante decisiones ininteligibles, por abierta contradicción o inexistencia de 
argumentación en su parte motiva. 

 
(IV) Elusión arbitraria del análisis de asuntos de relevancia constitucional. Cuando la 

omisión en el examen de argumentos, pretensiones o cuestiones de orden jurídico 
afectan el debido proceso, si de haber sido analizados esos puntos se hubiese llegado 
a una decisión o trámite distintos, o si por la importancia que revestía en términos 
constitucionales para la protección de derechos fundamentales, su estudio no podía 
dejarse de lado por la respectiva Sala. En este punto se debe precisar que la Corte 
cuenta con la facultad de delimitar el ámbito de análisis constitucional, restringiendo 
su estudio a los temas que considere de especial trascendencia. 

 
(V) Desconocimiento de la cosa juzgada constitucional. Esta causal se deriva de una 

extralimitación en el ejercicio de las competencias atribuidas a la Corte por la 
Constitución y la Ley, lo que lleva a desconocer, por su propio juez, el efecto mismo 
de los fallos proferidos por esta Corte. 

 
(VI) Órdenes a particulares no vinculados. Expresión de los derechos a la defensa y 

contradicciones de los afectados por una orden al no haber participado en el proceso. 
Esta última causal de nulidad tiene más cabida en sede de control constitucional 
concreto. 

 
Tal y como se pasará a demostrar, la presente solicitud de nulidad cumple con los requisitos 
generales de procedibilidad, al tiempo que la sentencia que se impugna incurre en (ii) 
incongruencia entre la parte considerativa y resolutiva de la sentencia. 
 

II. OPORTUNIDAD 
 
Como quiera que la ejecutoria de las sentencias de constitucionalidad transcurre dentro de los 
tres días siguientes a la desfijación del edicto que notifica la providencia; y el edicto que notificó 
la Sentencia C-518 de 2023 fue fijado el pasado lunes 19 de diciembre de 2023 y desfijado el 12 
de enero de 2024, el plazo para presentar esta solicitud de nulidad vence el 17 de enero de 2024. 
Por tanto, teniendo en cuenta dicho término, la presente solicitud de nulidad se interpone dentro 
de la debida oportunidad. 

III. LEGITIMIDAD 
 
El Ministerio de Minas y Energía es una entidad pública de carácter nacional del nivel superior 
ejecutivo central, cuya responsabilidad es la de administrar los recursos naturales no renovables 
del país asegurando su mejor y mayor utilización; la orientación en el uso y regulación de los 
mismos, garantizando su abastecimiento y velando por la protección de los recursos naturales 
del ambiente con el fin de garantizar su conservación, restauración y el desarrollo sostenible, 
de conformidad con los criterios de evaluación, seguimiento y manejo ambiental, señalados por 
la autoridad ambiental competente. 
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Las funciones del Ministerio de Minas y Energía se enmarcan dentro de lo señalado en los 
artículos 1 y 2 del Decreto 381 de 2012 que preceptúan que esta cartera ministerial es la Entidad 
encargada de formular, adoptar, dirigir y coordinar las políticas, planes y programas del Sector 
de Minas y Energía, velar por el crecimiento económico, y el fortalecimiento del aparato 
productivo minero energético y sus funciones están encaminadas a desarrollar este objetivo 
dentro de aspectos meramente regulatorios de carácter general. 
 
El Ministerio de Minas y Energía participó oportunamente en el proceso de la referencia por lo 
que, en calidad de interviniente, se encuentra legitimado en la causa para presentar la solicitud 
de nulidad de la referencia y es de su interés dada la grave afectación que genera para el Estado, 
el Gobierno y esta Cartera la decisión adoptada en la Sentencia C-518 de 2023 mediante la cual 
se decide estarse a lo resuelto de lo decido en la Sentencia C-489 de 2023, mediante la cual se 
declaró la inexequibilidad del parágrafo 1 del artículo 19 de la Ley 2277 de 2022, “Por medio de 
la cual se adopta una reforma tributaria para la igualdad y la justicia social y se dictan otras 
disposiciones”, que modificó el artículo 115 del Estatuto Tributario, sin que la misma a la fecha 
estuviese ejecutoriada.   
 
En efecto, el aparte declarado inexequible en la Sentencia C-489 de 2023 y al que se suscribe 
la Sentencia C-518 de 2023, incide de manera directa en las competencias asignadas por la ley 
a esta cartera Ministerial, que como lo advirtió este Ministerio en su debida oportunidad, al 
permitirse la deducción del impuesto sobre la renta, por esa vía se estaría avalando la 
explotación de recursos naturales no renovables sin el reconocimiento de las externalidades 
negativas que ello conlleva en al ecosistema y de suyo se estaría desconociendo los postulados 
consagrados en el artículo 58 Constitucional, que demandan el deber de que la propiedad 
cumpla con una función social y ecológica. 
 
Así, se encuentra legitimado por activa el Ministerio de Minas y Energía para presentar esta 
solicitud de nulidad, por ser una de las entidades intervinientes en el proceso de 
constitucionalidad y, además, resultar directamente afectado con la parte resolutiva del fallo 
que determina estarse a lo resuelto en la citada sentencia. 
 

IV. CARGA ARGUMENTATIVA – CONFIGURACIÓN DE LAS CAUSALES MATERIALES PARA 
LA DECLARATORIA DE NULIDAD 
 

El requisito de carga argumentativa, de particular eficacia para la jurisprudencia constitucional, 
es por sí mismo inmanente a los planteamientos o causales materiales con que la nulidad se 
proponga ante la Corte Constitucional y, por tanto, no es susceptible de satisfacción aislada, 
independiente o puntual. Por lo tanto, se procederá al cumplimiento de dicho requisito a lo largo 
de este escrito, al desarrollar los argumentos sustantivos que sustentan la presente solicitud 
de nulidad.  

Debido a que la Sentencia C-518 de 2023 determina estarse a lo resuelto en la Sentencia C-489 
de 2023, nos permitiremos ahondar los argumentos para que sea declarada la nulidad de la 
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Sentencia C-489 de 2023 que fueron presentados el pasado 17 de diciembre de 2023 por esta 
cartera ministerial y debido a que el sustento de la Sentencia C-518 de 2023 son los mismos, 
cualquier decisión que se tome en la sentencia referida va a tener efectos en la Sentencia C-
518 de 2023. 

Es este sentido, es claro para esta cartera ministerial que la nulidad no es una nueva 
oportunidad procesal (probatoria o para reabrir el debate), tampoco sirve para cuestionar la 
posición jurídica a través de la cual se resolvió el problema jurídico ni como medio para proponer 
nuevas controversias3, sin embargo, en su ratio decidendi, la Corte fundamenta la declaración 
de inexequibilidad de la normativa, en la Sentencia C-489 de 2023 en dos razones principales: 
la alegada naturaleza confiscatoria de la disposición y la supuesta violación del principio de 
equidad debido al tratamiento diferenciado de las regalías pagadas en especie y en dinero, dos 
consideraciones que no fueron planteadas explícitamente por el demandante en su acción de 
inconstitucionalidad, ni se desprenden lógicamente del único cargo admitido. La ampliación del 
juicio de constitucionalidad realizada por la Corte, sin que se cumplieran los requisitos 
jurisprudenciales preestablecidos, configura un claro desconocimiento del precedente y 
constituye una omisión que vulnera el debido proceso, por lo cual, en relación con la Sentencia 
C-489 de 2023 proferida por la Corte Constitucional y la Sentencia C-518 de 2023, se identifican 
deficiencias sustanciales que dan lugar a la solicitud de nulidad de la sentencia.  
 
Adicionalmente, la Corte concluye en favor de la inexequibilidad de las normas cuestionadas, 
pese a no establecer que estas resulten per se violatorias de los principios antes mencionados. 
En cambio, postula que las posibles infracciones se manifestarían en escenarios específicos e 
hipotéticos. Dicha conclusión conduce a una incongruencia notable entre la parte motiva y 
resolutiva del fallo, lo que socava la integridad y coherencia de la decisión judicial. 
 
A continuación, se detallan los motivos que sustentan las anteriores afirmaciones:  
 

1. Desconocimiento del precedente de la Sala Plena sobre alcance del juicio de 
constitucionalidad 

 
De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la anulación de sus decisiones 
procede cuando se demuestra un desconocimiento flagrante de la jurisprudencia vigente. Esta 
situación trasciende la mera discrepancia entre la sentencia impugnada y cualquier parte de 
una decisión previa, por ello, es esencial que la sentencia en cuestión contravenga la ratio 
decidendi de la jurisprudencia pertinente a un caso o problema jurídico similar. 
En este contexto, para que el vicio se entienda verificado, el solicitante de la anulación debe: (i) 
identificar con precisión la ratio decidendi de las providencias que constituyen la jurisprudencia 
vigente; (ii) presentar argumentos sólidos que evidencien cómo la ratio decidendi identificada 
resuelve un caso, punto de derecho o problema jurídico sustancialmente idéntico al de la 
providencia cuya anulación se solicita; (iii) la jurisprudencia referida debe emanar de la Sala 
Plena o de las Salas de Revisión de la Corte, manteniendo una línea clara, uniforme, reiterada, 

 
3 Corte Constitucional. Auto 393 de 2020. 



 
 
 
 
 

Página 6 de 25 

RAD_BARRAS 
Radicado No.: rad_s 

   Fecha: fecha_r 

 

 

constante y pacífica; y (iv) además, es necesario demostrar que la divergencia entre el fallo 
impugnado y la jurisprudencia vigente es irrazonable.  
 

Ratio decidendi del precedente 
 
Conforme al criterio de decisión judicial vigente, las competencias de la Corte Constitucional 
deben ejercerse “dentro de los estrictos y precisos términos” del artículo 241 superior, pero 
siempre con miras a materializar la misión fundamental que la misma norma encarga a esa 
corporación respecto de guardar la “integridad y supremacía de la Constitución”.  
 
Al respecto, si bien el control de la Corte no se restringe estrictamente a los argumentos del 
demandante, esta potestad no es ilimitada. La Sentencia C-284 de 2014 aclara que la ampliación 
del juicio constitucional, más allá de los cargos esbozados por los accionantes, está permitida 
“solo” si se trata de un evidente vicio que compromete la integridad constitucional. Así pues, 
“…si el demandante no la plantea, y no es evidente que en ella subyazca una cuestión sensible 
de constitucionalidad, los intervinientes no encuentran que ese proceso sea la oportunidad para 
defender o atacar la norma, en relación específica con ese problema. Y la decisión de la Corte 
se adopta entonces sin deliberación ciudadana, con lo cual se erosiona entonces la legitimidad 
de su fallo”4. 
 
Se subraya, entonces que tal ampliación se justifica conforme con circunstancias donde se 
percibe un “vicio evidente de inconstitucionalidad” que recae sobre normas constitucionales no 
mencionadas explícitamente en la demanda. De esta manera, la sentencia clarifica que la 
extensión del juicio de constitucionalidad debe estar anclada firmemente en la detección de un 
defecto constitucional manifiesto, asegurando así que la amplitud de la revisión judicial no 
trascienda los límites razonables y necesarios para la salvaguarda de la Constitución, sin 
transgredir los principios fundamentales de la justicia constitucional rogada. 
 
 

(i) Uniformidad de la jurisprudencia 
 
La Corte Constitucional ha consolidado su jurisprudencia frente al alcance de la justicia rogada 
en materia constitucional, mediante sucesivos fallos que respaldan y amplían dicho precedente. 
Notablemente, las Sentencias C-257 de 2016, C-483 de 2020, C-120 de 2021, C-203 de 2021, C-
305 de 2021 y C-091 de 2022, evidencian este precedente. Específicamente, en la sentencia C-
091 de 2022, la Corte enfatizó lo siguiente: 
 

“Además, la posibilidad de hacer un estudio amplio —no oficioso— de la constitucionalidad 
de la norma impugnada, incluso con base en normas superiores no invocadas en la 
demanda o argumentos no desarrollados en ella, se encuentra especialmente habilitada 
cuando, con fundamento en lo sostenido en el libelo, la disposición debe ser declarada 
inexequible. En estos casos, la declaratoria de inconstitucionalidad, la cual hace tránsito a 
cosa juzgada absoluta, faculta a la Corte a extender el estudio más allá de la demanda, 
en la medida en que un análisis de esas características solo tiene la finalidad de verificar 

 
4 Sentencia C-284 de 2014. 
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todas las consideraciones relevantes que permiten demostrar la inexequibilidad de la 
norma sin lesionar el carácter rogado de la justicia constitucional.” 

 
Los fallos mencionados anteriormente demuestran una interpretación coherente y sistemática 
por parte de la Corte en lo que respecta a la ampliación del ámbito del juicio de 
constitucionalidad. Esta uniformidad en la jurisprudencia refleja un enfoque judicial consolidado 
y una práctica establecida, reafirmando así el compromiso de la Corte con la integridad y la 
profundidad en la revisión constitucional y el respeto por el debate y participación ciudadana 
dentro de los procesos de constitucionalidad.  
 

(ii) Identidad entre los casos resueltos en el precedente y el sub lite 
 
En el caso del proceso de constitucionalidad que concluyó con la Sentencia C-489 de 2023, el 
accionante propuso cinco cargos: (i) violación del preámbulo de la Constitución Política, (ii) 
violación del artículo 13 de la Constitución Política, (iii) violación del artículo 95-9 de la 
Constitución Política, (iv) violación del artículo 360 de la Constitución Política y (v) violación del 
artículo 363 de la Constitución Política. 
 
La Corte admitió solo el tercero cargo. Siendo ello así, el núcleo del debate se centró en si la 
disposición impugnada violó el principio de equidad, como se estipula en el artículo 95-9 de la 
Constitución Política de Colombia. Este artículo establece que es deber de las personas y 
ciudadanos contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de 
conceptos de justicia y equidad. El demandante argumentó que la norma impedía a los 
contribuyentes que explotan recursos naturales no renovables (RNNR) deducir del impuesto 
sobre la renta lo pagado por regalías, lo cual no contribuye a fortalecer su patrimonio y, por 
tanto, contraviene el principio de equidad. 
 
Además, se argumentó que la disposición establece un trato discriminatorio contra las empresas 
dedicadas a la explotación de RNNR, comparándolas con otros contribuyentes que pueden 
deducirse contraprestaciones económicas catalogadas como costo o gasto en el impuesto sobre 
la renta. 
 
En el litigio actual, se evidencia una desviación significativa del precedente establecido por la 
Corte Constitucional, no por la introducción de una solución jurídica distinta a una situación 
previamente regulada de forma análoga, sino por una aplicación indebida del precedente que 
rige la extensión del juicio de constitucionalidad.  
 
En este caso, a la luz del único cargo admitido por la Corte Constitucional, el demandante, 
Carlos Edward Osorio Aguiar, impugnó la constitucionalidad de la norma que restringe la 
deducibilidad de pagos por concepto de regalías del impuesto sobre la renta, argumentando que 
dicha restricción contraviene el artículo 95.9 de la Constitución. Sostiene que, al ser las regalías 
gastos intrínsecos a la actividad extractiva, su deducibilidad debería ser incondicional. Así, 
cualquier limitante a esta deducción se traduciría en una violación directa de la Constitución.5 
 

 
5 Pág. 12 de la demanda. 
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La Corte, en el auto admisorio de la demanda, enfatizó que el reclamo impugna la vulneración 
del “principio de equidad tributaria”6, centrando el debate en definir si la disposición impugnada 
incrementa artificialmente la base imponible del impuesto sobre la renta por el hecho de 
restringir la deducción de regalías.  
 
Sin embargo, al definir el problema jurídico en la Sentencia C-489 de 2023, la Sala Plena de la 
Corte optó por, de manera sorpresiva, abarcar aspectos de la norma no contemplados en la 
demanda, especialmente aquellos que tratan sobre el tratamiento “diferencial” de las regalías 
pagadas en especie7. Así, en la determinación del alcance del juicio de constitucionalidad, la 
Corte expandió su análisis a principios constitucionales no alegados en la demanda, como la 
prohibición de confiscación y la supuesta violación del principio de equidad por el tratamiento 
diferenciado de las regalías pagadas en especie y en dinero, aspectos no debatidos por el 
demandante8. 
 
Resulta crucial señalar que, en los fundamentos jurídicos 55 a 72 del referido fallo, la Corte cita 
los mismos fallos que se invocan en este documento, no obstante, la aplicación de estos 
precedentes al caso concreto es cuestionable. En el caso presente, la condición excepcional 
que activa la extensión del juicio de constitucionalidad no se cumple, puesto que la ausencia de 
una violación constitucional clara y manifiesta queda evidenciada por la necesidad de ordenar 
el traslado de pruebas y documentos del Exp. D-15113 al Exp. D-15097 (mediante el auto del 23 
mayo de 2023), y la convocatoria de una audiencia pública realizada mediante auto del 08 de 
junio de 2023. Si la violación hubiera sido evidente, estas medidas procesales adicionales habrían 
sido innecesarias. 
 
Por tanto, se deduce que la Corte, al extender su análisis más allá de los límites razonables 
establecidos por su propia jurisprudencia, ha incurrido en una interpretación y aplicación 
inadecuada del precedente. Esta situación revela un desajuste entre la práctica establecida en 
casos anteriores y el tratamiento del caso actual, lo que suscita serias preocupaciones respecto 
a la coherencia y la predictibilidad de la jurisprudencia constitucional. 
 
En efecto, a pesar de que el cargo aceptado se había limitado al 95.9, se aplicó una 
interpretación ultra petitum que desconoció el derecho fundamental al debido proceso en su 
modalidad de contradicción, al haberle efectuado un juicio sumario a la norma, sin que se 
pudiera abrir el debate en relación con este punto.  
 
En el presente caso no está en juego solo el impacto fiscal, sino derechos de carácter 
fundamental como el debido proceso (art. 29), y el derecho a la representación política (art. 40) 
y en esencia la seguridad jurídica y la certeza de que: (i) frente al control abstracto de 
constitucionalidad, tanto para el demandante como para las partes intervinientes y 
directamente afectadas, pero también para los intervinientes, las reglas de juego serán 
uniformes en todas las demandas; (ii) de que el problema jurídico planteado en la admisión sea 
el eje de la discusión a partir de los cargos de inconstitucionalidad aceptados y que no se 

 
6 Fundamento nro. 30 del auto del 24 de enero de 2023. 
7 Fundamentos jurídicos 48 a 54 de la sentencia C-489 de 2023. 
8 Fundamentos jurídicos 55 a 72 de la sentencia C-489 de 2023. 
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alterarán drásticamente los cargos o que, de acontecer, se garantice a las partes involucradas 
e intervinientes el derecho de contradicción y defensa sobre estos.  
 
El respeto de este precedente también es relevante para la propia Corte Constitucional, porque 
impide el desgaste de tener que enfrentar en cada demanda una confrontación de la norma 
acusada con todo el texto de la Constitución y respecto de acusaciones hipotéticas no 
formuladas y creadas por el propio Tribunal, desnaturalizando el juicio de constitucionalidad 
que solo se construye a través del ejercicio ciudadano de la acción púbica de 
inconstitucionalidad y que no tiene el alcance de ser oficioso sino rogado.  
 
 

(iii) Irrazonabilidad de la divergencia  
 
La ampliación del análisis por parte de la Corte excede los límites del objeto litigioso original, 
incorporando elementos y principios no expuestos ni debatidos en el curso de la demanda. Tal 
proceder no solo desconoce las restricciones establecidas por vía jurisprudencial y se aleja del 
precedente, sino que conduce a una desviación del enfoque jurídico apropiado en el examen de 
constitucionalidad, el cual debe centrarse exclusivamente en los argumentos y cuestiones 
planteados específicamente por el demandante y los intervinientes, al tratarse de un juicio 
rogado. Se trata, entonces de una violación flagrante del debido proceso. 
 
Así, contrariando su precedente, en la Sentencia C-489 de 2023, la Corte se excedió en su 
análisis, abordando puntos que no formaban parte de los cargos admitidos en la demanda. Este 
procedimiento no solo desatiende la metodología establecida por la Corte en su jurisprudencia, 
sino que también constituye una violación del principio de debido proceso. Dicha desviación 
genera un efecto de sorpresa y desorientación en los participantes del proceso, dado que los 
argumentos y cargos fundamentales que determinaron la decisión de la Corte no fueron los que 
las partes esperaban debatir o enfrentar. 
 
La omisión de adherirse a los cargos específicamente admitidos en la demanda implica una 
expansión indebida del ámbito del control de constitucionalidad, transgrediendo el límite 
procesal establecido para garantizar un juicio justo y predecible. En este sentido, la actuación 
de la Corte en la Sentencia C-489 de 2023 se distancia de la práctica jurídica que ha venido 
sosteniendo durante años, la cual ha sido vital para mantener la coherencia, la seguridad jurídica 
y la confianza en el sistema de justicia constitucional, práctica conforme a la cual, por razones 
de debido proceso, ese tribunal en general no realiza un control integral de constitucionalidad 
de las normas acusadas por un ciudadano sino que se debe limitar al estudio de los cargos de 
la demanda aceptados en el auto admisorio, con la finalidad que las autoridades y la ciudadanía 
sepan exactamente de qué trata el juicio ante la Corte y conozcan con claridad los argumentos 
o cargos que deben apoyar o controvertir durante el proceso, sin que la sentencia sorprenda y 
declare la inconstitucionalidad de la norma acusada con un punto que no era parte de la 
demanda. 
 
1.1 La Corte desconoció su propia jurisprudencia, en materia de progresividad tributaria. Por 

más de 25 años la Corte Constitucional aceptó que el legislador podía limitar o prohibir las 
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deducciones de gastos, siempre y cuando las medidas adoptadas estuvieran dirigidas a la 
satisfacción de fines constitucionalmente valiosos. 

 
Los siguientes pronunciamientos son un precedente relevante donde la Corte Constitucional 
aclaró que el legislador no desconoce el principio de justicia tributaria cuando establece tratos 
fiscales más gravosos o deroga algunos beneficios impositivos, siempre que tales medidas estén 
dirigidas a satisfacer fines constitucionalmente válidos. En otras palabras, siempre y cuando: 
 
a. El fin buscado por la norma sea legítimo, 
b. El medio empleado no esté expresamente prohibido por la Constitución, y  
c. La medida sea mínimamente adecuada para alcanzar ese fin. 
 
(a) Sentencia C-409 de 19969 
 
La Corte declaró la constitucionalidad del artículo 4 (parcial) de la Ley 223 de 1995, que 
establecía límites a los costos deducibles en los que un agente económico incurre en el exterior, 
pues la diferenciación de trato que incluía la norma no era contraria a la Carta, al estar 
justificada en términos de eficiencia. 
 
(b) Sentencia C-153 de 200310 
 
La Corte declaró la constitucionalidad del artículo 121 (parcial) del E.T., que establecía la 
deducibilidad de los gastos efectuados en el exterior por pagos a comisionistas para compras o 
ventas de mercancías y no para compras o ventas de servicios. Señaló que la medida no era 
contraria al principio de igualdad, pues buscaba incentivar la compra de servicios producidos en 
el país, debido a la situación de desventaja que estos tienen en el mercado mundial. 
 
(c) Sentencia C-733 de 200311 
 
La Corte declaró la constitucionalidad del artículo 3º de la Ley 383 de 1997, el cual sujetaba la 
procedencia de los costos, deducciones e impuestos descontables, a que las operaciones 
económicas constaran en facturas y documentos equivalentes. Indicó que la medida era 
constitucional, porque la exigencia correspondía a una obligación formal de los contribuyentes, 
dirigida a garantizar la transparencia y eficiencia en el sistema tributario. 
 
(d) Sentencia C-249 de 201312 
 

 
9 Demanda contra el artículo 84 de la Ley 223 de 1995, que modificaba el artículo 122 del Estatuto Tributario, sobre 
costos y deducciones por expensas en el exterior. 
10 Demanda contra el literal a) del artículo 121 sobre deducción de gastos en el exterior 
11 Demanda contra artículo 3 de la Ley 383 de 1997 que adicionó el artículo 771-2 al Estatuto Tributario sobre la proce-
dencia de costos, deducciones e impuestos descontables 
12 Demanda contra artículo 26 (parcial) de la Ley 1430 de 2010 que adiciono al Estatuto Tributario con el artículo 771- 
5 Medios de pago para efectos de la aceptación de costos, deducciones, pasivos e impuestos descontables. 
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La Corte declaró la exequibilidad del artículo 26 (parcial) de la Ley 1430 de 2010, el cual sometió 
la aceptación de los costos, deducciones y descuentos en el cálculo del impuesto de la renta, a 
que los pagos se canalizaran a través del sistema financiero. La Corte señaló que esta norma 
estaba justificada por virtud del principio de eficiencia y que, además, apelaba a objetivos de 
naturaleza fiscal y extrafiscal, como incentivar la bancarización y la formalización de las 
actividades económicas, y facilitar el control del sistema tributario. 
 
(e) Sentencia C-266 de 201913 
 
La Corte analizó la constitucionalidad del artículo 55 (parcial) de la Ley 1819 de 2016, el cual 
establece que el costo fiscal de los bienes incorporales formados por los contribuyentes no 
obligados a llevar contabilidad se presume constituido por el treinta por ciento (30%) del valor 
de la enajenación. 
 
Concluyó que el precepto acusado no vulneraba el principio de igualdad ni de equidad y, por lo 
tanto, era constitucional, pues (i) la distinción, entre los contribuyentes obligados a llevar 
contabilidad y los que no lo están, se funda en la capacidad probatoria y contable de los 
primeros; (ii) la diferenciación examinada no implica una afectación desproporcionada; (iii) la 
decisión del legislador de distinguir entre los obligados a llevar contabilidad y quienes 
voluntariamente la llevan, resulta adecuada en términos de eficiencia y seguridad jurídica; y (iv) 
la existencia de otros medios de prueba para probar el costo fiscal, no es relevante a efectos 
de analizar la constitucionalidad de la disposición. 
 
En las siguientes sentencias más recientes, la Corte Constitucional también declaró exequibles 
normas legales que disponen un trato diferente a los sujetos: 
 
(f) Sentencia C-486 de 202014. 
 
La Corte declara exequible la anterior norma al hacer el examen al cargo de vulneración del 
derecho a la igualdad y de la visión sistémica de la equidad, para lo cual señaló: 
 
“132. En efecto, (i) quienes pagan regalías por la explotación de un intangible formado en 
Colombia a compañías no vinculadas, encuentran una manifiesta diferencia, precisamente, en 
la relación jurídico-económica existente, toda vez que quien adquiere el intangible es un tercero 
independiente, (…) en donde pueda alegarse que la finalidad de la operación es la de disminuir 
la base gravable sobre la que se determina y paga el impuesto sobre la renta en Colombia. 
 
133. Por su parte, (ii) en relación con aquellos contribuyentes que pagan regalías por intangibles 
formados en el exterior, la situación también es distinta, por cuanto respecto de ellos, por una 
parte, no se han obtenido los beneficios tributarios en la renta a nivel nacional por los costos o 
gastos involucrados en su formación, o por aquellos en los que se haya incurrido posteriormente 

 
13 Demanda contra el artículo 75 (parcial) del Estatuto Tributario sobre costo fiscal de los bienes incorporales forma-
dos. 
14Demanda contra artículo 70 de la Ley 1819 de 2016 que modificó el artículo 120 del Estatuto Tributario. Limitaciones 
a pagos de regalías por concepto de intangibles 
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para añadir o mantener el beneficio económico del intangible; y, por la otra, porque allí lo que 
se permite es el uso sobre el activo (…)”.  
 
(g) Sentencia C- 057 de 202115 
 
La Corte declaró exequible la norma al examinar el cargo de vulneración al principio de igualdad 
y equidad al señalar: 
 
“(…) la Sala encuentra que las sociedades del sector financiero tienen unos beneficios tributarios 
que las “otras sociedades” no tienen, al menos, no en la misma proporción, razón por las que 
estas y aquellas no son sujetos comparables, de cara al criterio de comparación planteado, pues 
no tienen la misma capacidad contributiva.” 
 
(h) Sentencia C-324 de 202216.  
 
La Corte declaró exequible el aparte demandado porque no se vulneran los artículos 13, 95.9, 
229 y 363 de la Constitución Política y concluyó: 
 
“…la medida analizada se inscribe dentro del margen de configuración del Legislador, pues tiene 
una finalidad legítima relacionada con la eficiencia del sistema tributario, al incentivar el pago 
oportuno de obligaciones, así como la ampliación y mejora del recaudo. Así mismo es idónea y 
no impide que los contribuyentes acceden al sistema de justicia, y por el contrario busca realizar 
los principios de equidad y justicia tributaria y por ende la declara ajustada a la Constitución 
Política.” 
 
La misma Sentencia C-489/22 en las páginas 81 a 84 presenta de forma ilustrativa una síntesis 
de las sentencias que analizan las deducciones del impuesto sobre la renta, que se han sometido 
a su control. 
 
Entre ellas: 

 
15 Demanda contra artículo 92 de la Ley 1819 de 2016 que adicionó el parágrafo 7 al artículo 240 del Estatuto Tributario 
sobre los puntos adicionales al impuesto de renta de las instituciones financieras 
16 Demanda contra aparte del artículo 61 de la Ley 1819 de 2016 que modificó artículo 105 del Estatuto Tributario sobre 
realización de la deducción para los obligados a llevar contabilidad 
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De acuerdo con la doctrina constitucional mencionada se concluye que, los principios de justicia 
y equidad tributaria no se vulneran cuando el tratamiento tributario diferente tiene una 
justificación y está dirigido a sujetos que no se encuentran en las mismas circunstancias de 
hecho. 
 
Sobre la base de lo expuesto, es claro y evidente el cambio jurisprudencial no anunciado por la 
Honorable Sala Plena es causal suficiente para decretar la nulidad. La jurisprudencia de la Corte 
Constitucional de Colombia ha establecido que el principio de justicia tributaria no se vulnera 
cuando el legislador implementa tratos fiscales más gravosos o suprime beneficios impositivos. 
Estos incluyen la búsqueda de un fin legítimo acorde con la Constitución, el uso de medios no 
expresamente prohibidos por la misma, y que las medidas sean mínimamente adecuadas para 
lograr dicho fin. Esto se evidencia en sentencias como la C-409/96, C-153/03, C-733/03, C-
249/13, C-266/19, C-486/20, C-057/21, y C-324/22, donde se reconoce la autoridad del legislador 
en materia tributaria, siempre y cuando se respeten los principios de proporcionalidad y no 
discriminación, garantizando así un equilibrio entre la recaudación estatal y los derechos de los 
contribuyentes. Este precedente no fue respetado o incluso enfrentado para incluir la necesidad 
del cambio jurisprudencial pretendido y no anunciado.  
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1.2 Nulidad por desconocimiento del precedente 
 
Con base en la línea jurisprudencial expuesta en el numeral anterior, el defecto que hace 
procedente la acción de nulidad de la Sentencia C-489/23 es la configuración de un 
desconocimiento de dicho precedente. El respeto de este debe ser obligatorio, como una forma 
de garantizar la efectividad de los principios de seguridad jurídica, igualdad, buena fe y confianza 
legítima. 
 
Al respecto es preciso citar la definición que la Corte ha dado al concepto de precedente: 
 
“… aquel antecedente del conjunto de sentencias previas al caso que se habrá de resolver que 
por su pertinencia para la resolución de un problema jurídico constitucional, debe considerar 
necesariamente un juez o una autoridad determinada, al momento de dictar sentencia”17, y ha 
relievado que la función de dicha fuente del derecho está relacionada con “la tarea de garantizar 
la preservación de la coherencia judicial, de la estabilidad del derecho, de la seguridad jurídica, 
del principio de la confianza legítima y de otros valores, principios o derechos protegidos por la 
Constitución y ampliamente desarrollados por la jurisprudencia de esta Corte”18. 
 
En la sentencia SU-354/17, la Corte Constitucional definió el precedente judicial así: 
 
“En reiteradas oportunidades, esta Corporación ha definido el precedente judicial como “la 
sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado, que por su pertinencia y 
semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe necesariamente considerarse por las 
autoridades judiciales al momento de emitir un fallo19”. Asimismo, la doctrina lo ha definido 
como el mecanismo jurisdiccional que tiene su origen en el principio stare decisis o estar a lo 
decidido, el cual consiste en la aplicación de criterios adoptados en decisiones anteriores a 
casos que se presenten en situaciones posteriores y con circunstancias similares20.” 
 
El precedente judicial lo ha explicado la Corte Constitucional como: 
 
 “aquel antecedente del conjunto de sentencias previas al caso que se habrá de resolver que 
por su pertinencia para la resolución de un problema jurídico constitucional, debe considerar 
necesariamente un juez o una autoridad determinada, al momento de dictar 
sentencia”, antecedente enmarcado por la ratio decidendi, que “i) corresponde a la regla que 
aplica el juez en el caso concreto, ii) se determina a través del problema jurídico que analiza la 
Corte en relación con los hechos del caso concreto y iii) al ser una regla debe ser seguida en 
todos los casos que se subsuman en la hipótesis prevista en ella”21  
La sentencia T-102 de 2014 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub define el precedente así: 
 

 
17 Corte Constitucional, sentencia C-516 de 2016, en reiteración de la sentencia T-112 de 2012 
18 Ibidem 
19 Sentencia SU-053 de 2015. 
20 El Precedente Constitucional teoría y praxis”, Editorial Ibáñez S.A.S, 2013. Definición citada en la sentencia T-460 de 
2016. 
21 Sentencia T-117 de 2007 
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“(…) el precedente, por regla general, es aquella sentencia o conjunto de sentencias que 
presentan similitudes con un caso nuevo objeto de escrutinio en materia de (i) patrones fácticos 
y (ii) problemas jurídicos, y en las que en su ratio decidendi se ha fijado una regla para resolver 
la controversia, que sirve también para solucionar el nuevo caso. (…)”.  
 
La Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia22, ha señalado que la actividad interpretativa 
que realizan los jueces de la República sobre las normas jurídicas, con base en el principio de 
autonomía judicial, está supeditada al respeto del derecho a la igualdad en la aplicación de la 
ley y a otras disposiciones constitucionales que disponen criterios vinculantes para la 
interpretación del derecho.  
Por el carácter vinculante del precedente constitucional para todo operador jurídico,23 incluida 
la misma Corte, solo se podía apartar de sus pronunciamientos si consideraba necesario 
introducir un cambio en su jurisprudencia.  
 
Así, la Corte desconoce la jurisprudencia que ha reconocido que un trato diferenciado se puede 
justificar si persigue adecuadamente fines legítimos, sin ningún tipo de justificación. Este es el 
test de equidad horizontal. De manera que, no hay argumentos que prohíban una diferencia de 
trato entre sujetos con criterios basados en capacidad contributiva porque la diferencia de trato 
no se justifica en la capacidad contributiva de los sujetos pasivos.  
 
La Corte concluyó que la norma desconoce el principio de equidad porque impone una carga 
diferenciada y abiertamente desproporcionada sobre un grupo de contribuyentes. Del mismo 
modo, vulnera la dimensión vertical del citado principio en la medida en que prevé un aumento 
de la carga impositiva sin contemplar garantías tributarias contra la confiscación en periodos 
de precios bajos. 
 
Dentro de los argumentos de la Corte para considerar que se vulneraba el principio de equidad 
tributaria tenemos: 
 
i) La renta líquida gravable resultante de prohibir la deducción de regalías impone una 

carga tributaria desproporcionada respecto de la capacidad contributiva de los sujetos 
obligados;  

ii) La disposición prevé un trato diferenciado no justificado entre quienes pagan las regalías 
en dinero y quienes lo hacen en especie. 

iii) No es válido que, por la vía de la limitación de las deducciones, se incremente 
artificialmente la base gravable del impuesto de renta de modo que las empresas 
dedicadas a estas actividades parezcan tener utilidades en periodos en los que, de hecho, 
por estar afectadas por ciclos de precios bajos, perciben una renta nula o incluso 
negativa. 

iv) La disposición acusada no prevé “garantías tributarias contra la confiscación que eviten 
la absorción absoluta o excesiva de la renta o que permitan evidenciar la ausencia de 
esta durante las vigencias fiscales que coincidan con los periodos de precios bajos. 

 
22 Sentencia T-489/13 
23 Corte Constitucional, sentencia C-539 de 2011 
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v) La medida comprende una prohibición permanente y no contempla garantías tributarias 
contra la confiscación que se activen en periodos de precios bajos. 

vi) Cuando una norma prevé una fuente de recaudo tributario que desconoce la Constitución 
Política, el aumento del ingreso en el presupuesto de rentas es, en consecuencia, 
inválido. 

 
No obstante, no se deduce de la Constitución Política que esté prohibida una diferencia de trato 
entre sujetos iguales por criterios como la capacidad contributiva y, en ese sentido, la Corte 
Constitucional no presentó una justificación razonable para apartarse de su precedente 
vinculante. Ello requería de una estricta exigencia argumentativa para modificar las reglas que 
había fijado en los precedentes jurisprudenciales expuestos. 
 
La Corte no justificó de manera adecuada el cambio de jurisprudencia, lo cual constituye una 
vulneración flagrante a la seguridad jurídica. Esto, sobre todo cuando hablamos de un 
precedente que ha sido constante durante el periodo de 27 años.  
 
La Corte ha sido clara al establecer que el cambio de precedente requiere una carga 
argumentativa: 
 
“En estos términos, la hermenéutica constitucional ha señalado que resulta posible, por parte 
de los órganos de cierre, cambiar el precedente aplicable, siempre y cuando se cumpla con la 
carga argumentativa de demostrar las razones que justifican dicho cambio. Además, “para 
justificar un cambio jurisprudencial no basta que el tribunal considere que la interpretación 
actual es un poco mejor que la anterior, puesto que el precedente, por el solo hecho de serlo, 
goza ya de un plus, pues ha orientado el sistema jurídico de determinada manera. Por ello, para 
que un cambio jurisprudencial no sea arbitrario es necesario que el tribunal aporte razones que 
sean de un peso y una fuerza tales que, en el caso concreto, primen no sólo sobre los criterios 
que sirvieron de base a la decisión en el pasado sino, además, sobre las consideraciones de 
seguridad jurídica e igualdad que fundamentan el principio esencial del respeto del 
precedente en un Estado de derecho.”24 
 
Por ende, la Corte, en la Sentencia C-489 de 2023, no cumplió con esa carga argumentativa y, 
en consecuencia, vulneró el derecho fundamental debido proceso. Esa modificación vulnera los 
principios de igualdad, buena fe, seguridad jurídica y confianza legítima. 
 
1.3 Con edicto fijado el día 11 de diciembre de 2023 la Corte notifica el contenido integral de la 

Sentencia C-489 de 2023, encontrando que en las consideraciones de la providencia se 
analiza la diferencia de trato entre sujetos que no fueron los que comparaba el demandante. 

 
En la demanda de inconstitucionalidad, el demandante adujo que el artículo 19 preveía una 
diferencia de trato tributario entre las personas o empresas a quienes se les confía la 
explotación de recursos naturales no renovables frente al resto de contribuyentes, que en 

 
24 Corte Constitucional, sentencia de unificación 406 de 2016 
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desarrollo de otras actividades pueden hacer las correspondientes deducciones o descontarlas 
como costo o gasto. 
 
Es decir, dos sectores:  
 

i) Contribuyentes que explotan recursos naturales no renovables 
ii) “Demás contribuyentes” según demandante 

 
El ejercicio argumentativo de la Corte consistía en determinar si debían ser tratados de la misma 
forma, de acuerdo con la finalidad perseguida por la norma analizada. 
 
En la sentencia C-489/23, la Corte admite que el legislador puede limitar la deducción de las 
regalías, sin embargo, constata que la ley trata distinto a quienes pagan la regalía en especie y 
a quienes lo hacen en dinero. 
 
“278. En este caso, los grupos a comparar son las empresas dedicadas a la explotación de RNNR 
que pagan las regalías en especie y las empresas que se dedican a la misma actividad 
económica, pero que pagan las regalías en dinero.  
El criterio de comparación en este caso corresponde a la caracterización que permitió al 
legislador determinar los contribuyentes a los que se aplicaría la prohibición de deducción de las 
regalías de la base gravable” 
 
Con ello, la sentencia C-489/23 vulnera el principio de congruencia porque, solo resulta válida 
y ajustada a derecho, si se hubiera sustentado en los hechos efectivamente narrados, en las 
pruebas aportadas, y valoradas que haya invocado en la demanda el actor del expediente D-
15097. 
 

2. Incongruencia entre la parte motiva y resolutiva 
 
La Sentencia C-489 de 2023 incurre en una incongruencia notoria entre su parte motiva y 
resolutiva. La Corte, al declarar la inconstitucionalidad de la norma sobre la deducibilidad de 
las regalías, fundamenta su decisión en un trato discriminatorio entre las regalías pagadas en 
especie y en dinero. Sin embargo, este hallazgo no justifica la extensión de la 
inconstitucionalidad a la totalidad de la prohibición de deducción. Esta conclusión es 
comparable a una situación hipotética donde, ante una ley discriminatoria en su tarifación del 
impuesto sobre la renta, la solución apropiada no sería la invalidación del impuesto en sí, sino 
la corrección de la discriminación. Del mismo modo, en el caso actual, la respuesta adecuada 
habría sido igualar el tratamiento de las regalías pagadas en especie y en dinero, o dar tiempo 
al legislador para rectificar esta desigualdad. 
 
Es así como, se evidencia que, en el presente caso, la solución no era declarar inconstitucional 
la prohibición de la deducción de las regalías, por cuanto la Corte ya había concluido que la ley 
podía prohibir esa deducción. La solución, como bien lo señala el salvamento del magistrado 
Juan Carlos Cortés González, era que la Corte igualara la situación de quien paga la regalía en 
especie y quien lo hace en dinero, o le diera un tiempo al legislador para que corrigiera esa 
desigualdad. 
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Además, la Corte considera que la prohibición de deducir las regalías podría ser confiscatoria 
en periodos de bajos precios de los recursos naturales no renovables. Esta suposición, sin 
embargo, carece de un sustento empírico robusto y no considera adecuadamente los informes 
que indican lo contrario. Incluso si la preocupación de la Corte tuviera una base empírica, la 
solución no residiría en la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma, sino en la 
implementación de medidas compensatorias durante esos periodos hipotéticos, es así como, 
esta premisa es una mera conjetura, con poco sustento, como lo indica el salvamento de la 
magistrada Natalia Ángel Cabo.  
 
El alcance de los votos disidentes no es menor, sino que precisamente denota la incongruencia 
de la sentencia. Tal y como ha sido puesto de presente por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, el impacto fiscal a las finanzas de la ciudadanía colombiana llegará a más de 25 billones 
de pesos. Es decir, un 25 con doce ceros a la derecha: $25,000,000,000,000 COP.  
 
La incongruencia es tal, que la propia DIAN tuvo que interponer una solicitud de aclaración sobre 
la vigencia del año fiscal y los efectos del fallo. Por lo que no es claro, para el propio ente 
recaudador sobre los efectos del fallo y la forma de acatarlo.  
 
Finalmente, la sentencia menciona, pero no desarrolla, el argumento de la violación de la 
confianza legítima de las empresas en la estabilidad de las reglas fiscales, el cual tampoco fue 
considerado dentro del auto admisorio de la demanda25. Este principio, mencionado de forma 
tangencial, no sustenta adecuadamente la decisión de inconstitucionalidad. Aceptar este 
argumento llevaría a conclusiones incoherentes con la amplia discreción legislativa en materia 
tributaria, especialmente en el endurecimiento del régimen impositivo de las industrias 
extractivas. 

 
3. Elusión arbitraria del análisis de asuntos de relevancia constitucional  

 
De acuerdo con la jurisprudencia establecida por la Corte Constitucional, la nulidad de una 
sentencia es procedente cuando la omisión de análisis de argumentos, pretensiones o 
cuestiones jurídicas tiene un impacto significativo en el debido proceso, en especial si su 
inclusión hubiera derivado en una resolución o procedimiento distinto, o si su relevancia 
constitucional es tal que su evaluación es imprescindible para la salvaguarda de derechos 
fundamentales26.  
 
La jurisprudencia ha establecido que pueden excluirse, ya sea de manera expresa o implícita, 
aquellos planteamientos carentes de trascendencia constitucional. No obstante, constituye una 
violación sustancial del debido proceso la omisión, por parte del juzgador constitucional, de 
aquellos argumentos que inciden directamente en la exequibilidad de la normativa en revisión. 
La potestad de delimitar el litigio encuentra su límite en la obligación de la Corte de examinar 

 
25 Auto admisorio de la demanda del 24 de enero de 2023 
26 Corte Constitucional, Auto A229 de 2014. 
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asuntos de relevancia constitucional, y, en conexión con ello, no puede omitir los puntos que 
claramente conllevarían a una resolución distinta27. 
 
En este sentido, la Corte establece un presupuesto de nulidad de las sentencias cuando: (i) se 
verifica la omisión de un tema; (ii) dicho tema, por su relevancia constitucional, no podía ser 
ignorado por la respectiva Sala; y (iii) se evidencia de manera clara e inequívoca que, de haber 
sido examinado, hubiese resultado en una decisión o trámite diferente. En el caso sub judice, 
se cumplen todas estas condiciones jurisprudenciales:  
 

(i) Omisión del asunto 
 

Primordialmente, la Sentencia C-489 de 2023 omitió el análisis de un tema crítico: el 
interrogante de si permitir la deducción de las regalías supone una erosión económica de lo 
pagado al Estado por este concepto, que es contraria a la Constitución Política. Dicha cuestión 
fue explícitamente planteada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público como el eje central 
de la defensa que dicha entidad presentó frente a la norma impugnada. Específicamente, en su 
intervención del 13 de marzo de 2023, donde se pronunció sobre la demanda, el referido 
Ministerio argumentó: 
 

“En definitiva y al margen de su tratamiento contable o fiscal, lo que no puede perderse 
de vista es que de mantenerse la detracción a título de regalías, el Estado se vería obligado, 
por la vía del impuesto sobre la renta, a retornarle el pago que este efectuó en 
cumplimiento de la Constitución, la ley y el contrato de concesión… la norma demandada 
logra, de manera efectiva, evitar que quienes pagan regalías las recuperen parcialmente, 
por la vía de la deducción que descuentan en la depuración del impuesto de renta. Todo 
ello, pues no resulta equitativo que sea la Nación quien asuma, por lo menos en parte, 
injustificadamente, la detracción de las regalías por la explotación de los recursos no 
renovables de todos los ciudadanos. Puesto que, permitir la deducibilidad de las regalías 
supone una disminución implícita de los ingresos que la Constitución Política le ha 
concedido a la Nación como contraprestación por la explotación de los recursos naturales 
no renovables. En otras palabras, permitir la deducción de las regalías supone una erosión 
económica de lo pagado por este concepto, de forma tal que lo pagado por regalías está 
económica y realmente subsidiado por el Estado28. 

 
Esta perspectiva se reiteró en la intervención del 30 de mayo de 2023, en respuesta al escrito 
presentado por los ciudadanos José Alejandro Herrera Carvajal, Andrés Felipe Parra Ramírez y 
Ana María Barbosa Rodríguez, donde el referido Ministerio expresó: 
 

“1. Precisiones sobre la delimitación del problema jurídico de constitucionalidad  
 
Como punto de partida, es imperativo recalcar que, tal como se argumentó en la 
intervención presentada por el Ministerio, el juicio de constitucionalidad que nos convoca 

 
27 Corte Constitucional, Auto A126 de 2022. 
28 Página 18 Intervención Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  
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se centra en la competencia del legislador para establecer la base gravable del impuesto 
sobre la renta, conforme con el artículo 338 de la Constitución. 
  
Para decidir esa cuestión, no se puede perder de vista que la finalidad principal de la 
norma tributaria demandada es asegurar que el Estado reciba el 100% de la 
contraprestación por concepto de regalías. Este objetivo se logra al prohibir la 
deducibilidad de dichas regalías de la base gravable del impuesto sobre la renta. 
Independientemente de que la normativa contable pueda considerar las regalías como un 
costo o un gasto para fines de organización y registro, si se permite su deducibilidad, se 
estaría reduciendo el monto de la acreencia a favor del Estado. Por lo tanto, esta decisión 
es una medida que garantiza la protección de las regalías y está legitimada por la 
Constitución, específicamente por los artículos 332 y 338, los cuales establecen las bases 
para la protección y administración de los recursos naturales del Estado y el principio de 
eficiencia en la gestión fiscal, respectivamente.”29 
 

De hecho, en la misma intervención, el Ministerio destacó que:  
 

“Es incuestionable que, tal como lo argumentan los coadyuvantes, la capacidad 
contributiva representa un límite a la potestad de configuración del legislador. Sin 
embargo, la norma demandada no fue proferida con miras a determinar esa capacidad 
específica, sino, se insiste, tiene por objeto proteger la integridad de la regalía. Esta 
finalidad es constitucionalmente tutelada por los artículos 332 y 338 de la Constitución.”30 

 
Además, mediante el auto del 08 de junio de 2023, la Corte solicitó a los intervinientes abordar 
si “la deducción de las regalías de la renta bruta permite que el contribuyente recupere el pago 
por este concepto”. Esta cuestión se trató en la audiencia pública del 21 de julio de 2023, donde 
los intervinientes, mediante ejemplos, explicaron cómo la deducibilidad de las regalías traslada 
la carga tributaria al Estado. Estos ejemplos se resumen en el memorial del 19 de septiembre 
de 2023 presentado por el referido Ministerio: 
 

“A efectos ilustrativos, una empresa de hidrocarburos extrae crudo por un valor bruto de 
$1.000 y una vez deducidos los costos y gastos de la actividad por valor de $650, la utilidad 
neta es de $350. Si las regalías del caso equivalen al 10% y la tarifa del impuesto sobre la 
renta es 35%, la empresa que explota la mina adeudaría al Estado una suma total por los 
dos conceptos de $223 ($100 por regalías y $123 por impuesto sobre la renta). Pero si se 
avalara la deducibilidad de las regalías, la deuda con el Fisco se reduciría de $223 a $188, 
como se puede ver en el cuadro, de tal suerte que la empresa paga un menor valor de $35 
a título de impuesto sobre la renta, debido a que ha deducido en la base gravable el monto 
de la regalía, vale decir, que la Hacienda terminaría subsidiando tales $35, bajo la forma 
de un menor recaudo por concepto del impuesto sobre la renta.” 31 

 

 
29 Página 1 Intervención Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
30 Página 10 Intervención Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
31 Página 2 Intervención Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
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Pese a que estos argumentos fueron resumidos en la sentencia C-489 de 202332, la Corte no los 
consideró al decidir sobre la constitucionalidad de la norma impugnada. La sentencia, más allá 
de un recuento de antecedentes procesales, no aborda la cuestión de la recuperación parcial 
de las regalías a través de su deducción en la renta líquida. 
 
En los fundamentos jurídicos 73 a 75 del fallo objeto de solicitud de incidente de nulidad, la 
Corte prescindió de ese análisis constitucional al delimitar el problema jurídico. Concretamente, 
planteó que correspondía determinar si la prohibición de deducir el pago por concepto de 
regalías de la renta bruta violaba los principios de equidad y justicia tributaria por dos motivos 
específicos: “porque (i) la renta líquida gravable así configurada impone una carga tributaria 
desproporcionada respecto de la capacidad contributiva de los sujetos obligados y (ii) prevé un 
trato diferenciado entre quienes pagan las regalías en dinero y quienes lo hacen en especie, que 
implica que los primeros soporten una mayor carga tributaria?”33. De modo que el tema en 
cuestión quedó por fuera del ámbito de solución delimitado por la Corte.  
 
Al respecto, se impone destacar que, aunque en el fundamento jurídico 76 se indicó que “el 
problema jurídico tiene una naturaleza estrictamente tributaria” y que, por tanto, “no es 
problema que se relacione con la liquidación y el pago de las regalías como contraprestación 
económica a favor del Estado…”, tal afirmación no otorga claridad sobre la razón jurídica que 
permite obviar los argumentos de la defensa en torno a la verdadera finalidad de la norma 
acusada. Aunque la precisión parecería restringir el análisis a la mecánica de imposición y 
recaudación del impuesto, excluyendo consideraciones relacionadas con las regalías, los 
fundamentos 78 a 144 hacen un análisis detallado de esa cuestión.  
 
En efecto, en los fundamentos jurídicos 78 a 83, 84 a 108 y 109 a 144, se tratan temas como el 
fundamento constitucional de las regalías, la jurisprudencia al respecto y la propiedad estatal 
de los recursos naturales no renovables, ninguno de estos apartados se refiere específicamente 
a la problemática de la recuperación parcial de las regalías. De ahí que la delimitación del 
problema jurídico antes referida no ofrezca razones para justificar la omisión de la cuestión 
anotada. 
 
Análogamente, se advierte que la sentencia C-489 de 2023 guardó completo silencio respecto 
de los argumentos y soportes numéricos presentados por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público para demostrar la afectación teórica de los contribuyentes por el pago por concepto de 
regalías; pero, en cambio, sí abordó supuestos hipotéticos en torno a la eventual carga tributaria 
que asumirían las empresas destinatarias de la medida en “periodos de precios altos” 
(fundamentos jurídicos 266 y siguientes).  
 

 
32 Según el recuento de las “C. Intervenciones oficiales”, la Corte reconoció que uno de los interrogantes planteados 
en el caso concreto consistía en determinar si “permitir la deducibilidad de las regalías contraviene su naturaleza de 
contraprestación económica por la explotación de RNNR”, toda vez que algunos intervinientes adujeron que “la prohi-
bición prevista en la norma demandada protege la integridad de las regalías como recurso público, pues impide que 
los explotadores de RNNR recuperen lo pagado por concepto de regalía, mediante su deducción del impuesto sobre 
la renta”. Sin embargo, los anteriores planteamientos. 
33 Fundamento jurídico 75 de la sentencia C-489 de 2023. 
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En definitiva, es patente que la corte omitió efectuar el juicio de ponderación que procedía entre 
los artículos constitucionales 332, 360 y 361 y los artículos constitucionales 95.9 y 363, y, 
además, que dicha omisión fue arbitraria, pues el fallo carece de una sustentación sobre el 
particular.  
 

(ii) Relevancia constitucional 
 
En el caso presente, la temática inadvertida por la Corte Constitucional es de indiscutible 
relevancia constitucional. Es así, pues el cuestionamiento sobre la recuperación parcial de lo 
pagado a título de regalías entraña una consideración sobre el alcance de los artículos 332, 360 
y 361 de la Constitución y su interacción con el principio de capacidad contributiva, desarrollado 
jurisprudencialmente con fundamento en los artículos 95.9 y 363 de la misma Carta Magna. 
Todo, porque el diseño de la norma impugnada trasciende una simple cuestión de técnica 
impositiva. Su enfoque es más amplio, evaluando cómo las decisiones tributarias repercuten en 
la capacidad del Estado para asegurar recursos esenciales y afirmar su soberanía sobre los 
recursos naturales. 
 
Así pues, en el presente caso se verificó una tensión entre dos mandatos constitucionales que 
debió ser objeto de un juicio de ponderación omitido por la Corte, pese a su relevancia para 
juzgar la constitucionalidad de la medida demandada. Lo anterior, habida cuenta de que es un 
principio jurídico asentado que la Constitución debe ser interpretada de manera integral y 
armónica. En este contexto, la falta de consideración por parte de la Corte de la tensión 
existente entre la preservación de las regalías y el principio de capacidad contributiva parte del 
desconocimiento de la razón de ser de la medida acusada.  
 
Es de destacar que diversos intervinientes en el proceso enfatizaron repetidamente, que 
conforme a la exposición de motivos del proyecto de Ley que dio lugar a la disposición 
demandada, la finalidad de la norma impugnada era “proteger la integridad de las regalías”. Sin 
embargo, el fallo objeto de cuestionamiento parte de una interpretación errada de que la norma 
únicamente buscaba “el aumento del recaudo para financiar el gasto público social”34. Fue 
basándose en esta apreciación errónea, que la Corte concluyó equivocadamente que “el hecho 
de que una disposición tributaria aumente sustancialmente el recaudo no es suficiente para 
tenerla por válida si, al mismo tiempo, desconoce un límite constitucional tan claro como la 
prohibición de confiscatoriedad de los tributos”. 
 
En este contexto, cabe indicar que, si se ignora o se malinterpreta la finalidad fundamental de 
una norma o disposición legal, cualquier inferencia sobre su constitucionalidad estaría 
construida sobre una base inestable. La validez de una norma no solo se deriva de su 
conformidad con la letra de la ley superior, sino también de su alineación con el espíritu, los 
principios y los objetivos que subyacen a esa ley. Por tanto, desconocer la razón de ser del 
objeto de estudio implica una falta de comprensión de estos aspectos esenciales. 
 
Al no comprender plenamente el propósito y el contexto de una norma, se corre el riesgo de 
realizar interpretaciones que podrían ser descontextualizadas o reduccionistas. Esto es 

 
34 Fundamento jurídico nro. 272. En igual sentido los fundamentos jurídicos nros. 273 y 274.  
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especialmente problemático en el análisis de constitucionalidad, donde no solo se evalúa la 
conformidad textual, sino también la adhesión a los principios y valores fundamentales del 
ordenamiento jurídico. 
 
Por lo tanto, en la lógica deóntica, el desconocimiento de la esencia de una norma impide la 
formulación de juicios normativos adecuados, como determinar su inconstitucionalidad. Una 
evaluación completa y precisa requiere una comprensión integral de la norma en su totalidad, 
incluyendo sus objetivos, contexto y cómo estos se alinean con el marco constitucional más 
amplio. Sin esta comprensión, cualquier conclusión sobre la constitucionalidad carecería de la 
profundidad y precisión necesarias para ser considerada válida y justificada. 
 
Así las cosas, aunque la Corte tiene la potestad de delimitar el alcance de su análisis 
constitucional, al restringir el enfoque del juicio constitucional en la manera señalada, ha 
desatendido la esencia de la norma. Dicho descuido omite considerar los elementos 
estructurales que fundamentan su constitucionalidad, lo que resulta en una interpretación 
parcial y potencialmente sesgada de la norma en cuestión. 
 

(iii) De haber sido examinado el argumento de preservación de la integralidad de las re-
galías, la decisión hubiese resultado diferente 

 
Como se indicó anteriormente, conforme a los fundamentos jurídicos 272 y 273 de la sentencia 
C-489 de 2023, el fundamento de la supuesta inexequibilidad del parágrafo del artículo 19 de la 
Ley 2277 de 2022 es la primacía del principio de capacidad contributiva sobre a la necesidad de 
aumentar el recaudo del impuesto sobre la renta, pues esta última fue entendida pro al Corte 
como la finalidad esencial de la mencionada disposición. Tanto así, que la Corte aseveró que 
“…esto no significa que tal prohibición pueda ser ponderada, en nombre de la planeación 
presupuestal, con las necesidades de aumentar el recaudo para la materialización de fines 
loables”.  
 
Pero, como se expresó, la Corte pasó por alto que el objetivo anotado es apenas colateral a la 
imposición de la medida, cuyo principal propósito es el de salvaguardar la integridad de las 
regalías, conforme a un expreso mandato constitucional. En este contexto, es fundamental 
subrayar que la salvaguarda de la integridad de las regalías, en virtud de un mandato 
constitucional, constituye un propósito esencial que debió ser central en el análisis de la Corte. 
Las regalías, al representar una compensación por la explotación de recursos naturales no 
renovables, son fundamentales para garantizar que el Estado reciba una justa contraprestación 
por la utilización de estos recursos. Esta contraprestación es vital no solo desde un punto de 
vista económico, sino también en términos de la sostenibilidad ambiental y la gestión adecuada 
de los recursos naturales del país. 
 
La interpretación de la Corte, al enfocarse en la capacidad contributiva y el aumento del recaudo 
sin considerar de manera adecuada la finalidad primordial de proteger las regalías, parece haber 
dejado de lado un aspecto crucial: la relación entre la explotación de recursos naturales y la 
necesidad de garantizar un beneficio equitativo para la sociedad en su conjunto. La protección 
de las regalías no solo tiene implicaciones fiscales, sino que también afecta el bienestar social, 
económico y ambiental del país. 
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Además, la preservación de la integridad de las regalías es coherente con el principio de equidad, 
ya que asegura que los beneficios derivados de los recursos naturales se distribuyan de manera 
justa y equitativa, contribuyendo así al desarrollo sostenible. En este sentido, la decisión de la 
Corte al no ponderar adecuadamente este aspecto podría interpretarse como una oportunidad 
perdida para reafirmar la importancia de equilibrar los intereses fiscales con los principios 
constitucionales más amplios que rigen la explotación de recursos naturales y la justicia 
económica. 
 
Por lo tanto, la evaluación de la Corte, centrada en la capacidad contributiva y el aumento del 
recaudo, podría haberse beneficiado de un análisis más integral que considerara el propósito 
principal de la norma: la protección de las regalías. Este enfoque habría proporcionado una 
comprensión más holística de la norma en cuestión, alineándola no solo con los principios 
tributarios, sino también con los objetivos constitucionales y socioeconómicos más amplios del 
Estado, en particular cuando este fue un aspecto ampliamente expresado por diversos 
intervinientes en el proceso. 
 
Conforme a lo expuesto, estos elementos demuestran que la sentencia C-489 de 2023 presenta 
una desconexión entre la fundamentación y la conclusión, evidenciando una falta de coherencia 
lógica y jurídica que compromete la validez de la decisión. 
 
 

(iv) Desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso y afectación del princi-
pio de representación al desconocer el margen de deferencia al Congreso de la Repú-
blica para configurar el régimen tributario   

 
El derecho fundamental al debido proceso es un pilar esencial en cualquier sistema jurídico 
democrático. Este derecho garantiza que todas las personas tengan la oportunidad de ser oídas 
y defender sus intereses de manera adecuada y justa dentro de cualquier procedimiento. El 
control abstracto de normas no es cualquier proceso, sino quizá de los más importantes porque 
en él se decide la constitucionalidad de la normativa y en general el funcionamiento del sistema 
jurídico. Sobre el cómo se afectó este derecho fundamental frente a las distintas “partes” del 
proceso ya se indicado su afectación en las secciones precedentes.  
 
En el contexto de la configuración del régimen tributario por parte del Congreso de la República, 
el debido proceso adquiere una dimensión particularmente significativa. Es esencial recordar 
que el Congreso, como órgano legislativo, tiene la potestad y la responsabilidad de establecer 
el régimen tributario del país. Esta función no solo es una manifestación de la soberanía 
nacional, sino también una expresión del principio de representación derivado directamente del 
art. 40 constitucional. Los congresistas elegidos por el pueblo están facultados para tomar 
decisiones sobre la imposición de tributos, siempre respetando los límites y principios 
constitucionales. 
 
La afectación del principio de representación se manifiesta cuando al Congreso no se le respeta 
el margen de deferencia que le es propio en materia tributaria. Aunque el Congreso debe actuar 
dentro de los límites constitucionales y respetando los derechos fundamentales, también es 
cierto que posee un margen de apreciación y autonomía para definir aspectos técnicos y 
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políticos del régimen tributario. Este margen de deferencia es fundamental para preservar el 
equilibrio de poderes y el respeto a la democracia representativa. En el evento que la Corte 
Constitucional considere que un tributo no cumple con los estándares constitucionales, debe 
permitir que subsane los efectos deletéreos que estime pertinentes, pero no cerrar la posibilidad 
de ese margen.  
 

IV. SOLICITUD 
 
De acuerdo con los argumentos presentados en este documento, respetuosamente se solicita 
a la Corte LA DECLARATORIA DE NULIDAD DE LA SENTENCIA C- 518 DE 2023 que determina 
estarse a lo resuelto en la Sentencia C-489 de 2023, por existir una incongruencia entre la parte 
motiva y la resolutiva que hace ininteligible la decisión adoptada, porque se eludió el abordaje 
de un asunto de un asunto de relevancia constitucional y por el grave e injustificado 
desconocimiento del precedente constitucional.  
 

V. NOTIFICACIONES 
 
El Ministerio de Minas y Energía y la suscrita recibirán notificaciones en la Calle 43 N° 57-31 
(Avenida el Dorado CAN, Edificio del Ministerio de Minas y Energía), quinto piso, en la ciudad de 
Bogotá D.C., notijudiciales@minenergia.gov.co  
 
Atentamente, 
 

 
 
OSCAR OMAR GOMEZ CALDERON 
C.C. 91.265.424 de Bucaramanga 
T.P. 102.953 del C.S.J 
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Bogotá, D.C. 
Honorables Magistrado y Magistrada  
JORGE ENRIQUE IBAÑEZ NAJAR  
CRISTINA PARDO SCHLESINGER  
Honorables Magistrados y magistradas  
SALA PLENA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  
secretaria3@corteconstitucional.gov.co  
 

Referencia: Acción pública de inconstitucionalidad  
Radicado: Expedientes D0015113 y D0015114 (acumulados)  
Demandante: Carlos Edward Osorio Aguiar 
Asunto: Otorgamiento de poder.  
 

TOMAS RESTREPO RODRÍGUEZ, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bo-
gotá D.C., identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.133.279 de Bogotá D.C., 
abogado titulado, portador de la tarjeta profesional N° 163.939 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de Jefe de la Oficina Asesora 
Jurídica del Ministerio de Minas y Energía1, actuando en representación de esta 
Entidad, de conformidad con la facultad conferida en la Resolución 40644 del 6 
de agosto de 2019 “Por medio de la cual se delegan las funciones de represen-
tación judicial y extra judicial de la Entidad y se designa a un miembro del Comité 
de Conciliación y Defensa Judicial”2, otorgo poder especial, amplio y suficiente 
a (la) doctor(a) OSCAR OMAR GOMEZ CALDERON,  mayor de edad, domiciliado 
en la ciudad de Bogotá D.C., identificado(a) con cédula de ciudadanía N° 
91.265.424 de Bucaramanga, abogado(a) titulado(a) y en ejercicio, portador(a) de 
la tarjeta profesional N° 102.953 expedida por el Consejo Superior de la Judica-
tura, para que represente, en calidad de apoderado(a), a la Nación - Ministerio 
de Minas y Energía, dentro del proceso de la referencia. 
 
El(La) citado(a) profesional queda facultado(a) para ejercer las acciones inhe-
rentes al presente mandato, en especial notificarse, conciliar o no, de confor-
midad con las instrucciones que de manera estricta le fije y entregue el Comité 
de Conciliación y Defensa Judicial. De igual forma, al (la) apoderado(a) le queda 
prohibido transigir, recibir y sustituir, salvo expresa autorización escrita por el 
poderdante. Por lo anterior, agradezco reconocer personería a nuestro(a) apo-
derado(a) en los términos del presente mandato. 
 

 
1 Resolución 40267 del 06 de marzo de 2023. “Por la cual se hace un nombramiento”.  
2 Resolución 40644 de 6 agosto de 2019, “por medio de la cual se delegan funciones de representación judicial y extra judicial (…)”  
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Por último, se informa al Despacho que según lo establecido en la Ley 2213 del 
13 de junio de 2022, que el correo único y oficial de notificaciones judiciales del 
Ministerio de Minas y Energía es notijudiciales@minenergia.gov.co. Sin embargo, 
se comunica que el correo electrónico y teléfono del apoderado para realizar las 
audiencias dentro del presente proceso serán ogomez@minenergia.gov.co  
 
Cordialmente,  
 
TOMAS RESTREPO RODRÍGUEZ                                            Acepto, 
CC. 80.133.279 de Bogotá D.C    
TP. 163.939 del C.S.J.   
                                                                         OSCAR OMAR GÓMEZ CALDERÓN  
                                                             C.C No. 91.265.424 de Bucaramanga. 
                                                             T.P. No. 102.953 del C.S.J 
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Rep0blica de Colombia

MINISTERIO DE MINAS Y ENERG|A.

RESOLUCIONNUMERO( 4 - O 6 4 4 - p rco 2019

"Por medio de la cual se delegan las funciones de representacionjudicial y extra judiciat de la eitidad y se deslgna a un miembro de!
Comit6 de Conciliacion y Defensi Judiciat,,

LA MINISTRA DE MINAS Y ENERGiA

En uso de sus facurtades constitucionares y regares, en especiar ro co,te.ido
en el a(iculo 208 de ra constitucion poritica y 16 conferido por er arlicrro 59 r,e

ia Ley48S de 1998, el Decreto 381 cte 201h y.

CONSIDERANDO:

Que la Constituci6n politica en su articulo 209 dispone que .,fila f,rctbttadminislraliva estd ar servicio de /os inlereses generaris y se rk:sarr,ra r:.,ftndamerto ert los principios de igualdad, .orrt,au-d- uiiiiiin, econonti{t. ct:rt:r rrar!intparciatida(t y pubticicJa(j, mertiante ta ttesceniraiziiiJi,;i. h ,tete,tu,:iijn v tade sco n c ett r a c i6 n tle f u ncion e s,'

Que a su vez el articulo 2.1.1 de la Constitucion politica establece.

La ley sefiala6 las funciones que et presidente de la ReDitbtk:;,t ltc,rlt;itlelegar en /os rrir)/srros, crirectores de crepaflanientis ailrir,rrctrtrtir,.:,
t'ep.t esenlanles legales de entidades descenlralizadas, supet intc0(tenlr::i

12!,r:::_?!:r",:. ?1!:trtc's ..y .asencias del Esrado t1,,,,-' ri nlt:intn kiyde,lcrntine. tqualmente. tiiara ias condiciones para iui tis all<l,ij,,rt'"i

adoridades. (. ..)(Subrayaoo ar margen de rerro oflatnat)

Que conforme a ro serlarado en er articuro g de ra Ley 4Bg de 199g, ra Minisrrade Minas y Energia est6 facufiada para, mediantl acto admrnrstrativo dedelegaci6n, transferir a sus colaboradores del nivel directivo o asesor elejercicio de los asuntos a ella confiados por el ordenamiento jurir.iico, para eladecuado curnplimiento de los fines del Estado.

Que el articulo 10 de ra Ley 499 de tgg8 indica que el acro administrativo crederegacron deberd determinar ra autoridad deregaiaria asi conro ras runcionei
cuya atencion y decision se transfieren.

Que el articulo 159 de ra Ley 14J7 de 2011 sefrara que ras entidacres prjbricaspodrdn ser parte de un proceso por medio de sus representarrtes
debidamente acreditados y _que 

,,lla entidad, organo Lt otgatttsno cslatitleslar;i rcpresenlada, para efectos judiciale", por 
"i Mirrist,o,,y qre el articukr160 de iguar norma, indica que 'f4os abogados vincuilacros a ras e ntkratk::;ptiblicas pueden represenlarlas ei- tos proieso.s conlencloso aclninislr alivosnediante poder olorgado en Ia forma ordinaria. o mecliante clelegltrr:rongerteral o panicular efectuacla en aclo aclministrctivo.,,
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(lofrlrnuacron de la Resolucion "Pot tnedio de la cual se delega las [u ciur]qs dt I.-Jresc/liociott lutttctal
t t:\U;t ltrJicnl de la enlidad y se desi|yn a ut ntiet bto delCottttle e Coicthaciatl y Dclcttsa ,ltdtctil

Qtre por su parte el Conseio de Estado en sentencia de fecha 8 de febrero de
2002, dentro del expediente 2575, manifesto a proposito de la delegacr6n, lo

siquiente:

l-a clelegacilrt de lunciones administrativas constihtye un irrryxtlarrta
|,ecanis,no para desaffollar la qesli,n p(tblica con eficacia- econotnia v

celeridad. en tanto oue no se Duede desconocer aue los seNidores
publicos oue tienen a su carQo la reprcsentacion cle las enlklades

t)Jtblicas no siempre pueden cumplir directamente lodas las [uttciQn-e;
Esto erytlica la razotr

ltrrr n qtte et Constituyente elevo a rango cotlstilttcional la delegaciort

como inslrumento de la funci,n administrativa (aniculo 209) Con base e:rt

eslas p,etnisas, et legislador reglamenlo la delegacio dc funckvrcs
arlnitrtlslrativas por medio de la Ley 489 de 1998 lsubravado nr nrarscn de lexlo

ollgrnil)

()
En consecuencia, si existe la orma general que auloriza la dclegacion
ert lorlos /os casos no prohibidos expresamente, r/Lre es posler'or a la
t/.)rma especial, es ldgico inferir qLte la intenci,n legis!ativa ftte antpliar el

nnrco cle conclucla rte ta delegaci6n de funciones ar/nrrrtistr alrvas'

Que el articulo 199 de la Ley 1437 de 2011 establece, entre otros aspectos,

que el auto admisorio de la demanda asi como el mandamiento de pago en

conlra de una entidad ptiblica, deber6n ser notificados personalmente a sus

representantes legales o a quienes se les haya delegado tal facultad

Que el articulo 75 de la Ley 446 de 1998, que adiciono un artictrlo a la Ley 23

de 1991 , senala que las entidades y organismos de derecho publico del orden

nacional, deberdrn integrar un Comite de Conciliacion, conformado por los

funcionarios del nivel directivo que se designen y cumplira las funciones que

se le sefralen.

Que el articulo 2.2.4.3.1.2.2 del Decreto 1069 de 2015, define el Comit6 de

Conciliacion como una instancia administrativa que act(la como sede de

estuclio, an6lisis y formulacion de politicas sobre prevencion del dano

antrluridico y defensa de los intereses de la entidad

Que el Ministerio de Minas y Energia. mediante Resolucion N" 18 1 177 del 1 5

cle julio de 2009, adopt6 el Reglamento del comit6 de conciliacion y Defensa

Luilcial, estableciendo en su articulo 4 que el mismo estara integrado, entre

otros, por el Ministro de Minas y Energia o su delegado, quien lo presidird y,

pnr,-,,i As"to, del Despacho del Ministro quien debere ser profesional del

dereclro.

Qfie mediante Resolucion N'91534 del 10 de septiembre de 2012. se

efectuaron unas delegaciones y se regula la constitucion de apoderados para

la representacion judicial y extraiudicial de este Ministerio.

Que los servidores ptiblicos sobre quienes se delegan algunas funciones a

travds de este acto administrativo, en observancia de las fttnciones

asignadas, y cuando asi corresponda' deberdn dar estricto cumplimiento a las

deJisiones del Gomite de Conciliacion y Defensa Judicial de la entidad'
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cor, riouacrofi de la Resolucron 'por medlb de ra cuar se detegal ras fuuciones (re rcrtrescnrat:tt r, rt ht:t:)ry cttra ikticiat dt: Iit eolidatt y se desigD a utr nrenio deleoru,ti i.-Clin",t,o"ui, y Dt,ftlt:;n .ttxh.nt.

!u9 por lo anterior y teniendo en cuenta ros mfliipres asuntos q.e ra lvrinistrade Minas y Energia debe atender en ejercicio de sus funciones, asi corrro rasnecesidades der servicio surgidas en el desarrofio de las gestion r.stituci.rar,se hace necesario delegar en algunos coiaboradores del nivel directivo y
asesor, ra representaci6n administrativa, extrajudicial y iudicial de la enticrari.
con el fin de ejercer ra debida representaci6n de ros inrereses de ra Nacion -Ministerio.de Minas y Energia, asi como realizar la designacion <Jel rnientbrodel comite de acuerdo a ro estipurado en er numerar 4 der artic,ro 4 rre rirResolucion N" 1 I 1 177 det ,t 5 de julio de 2009.

Que en rn6rito de lo expuesto,

RESUELVE

Articulo Primero: Delegaci6n de funciones de representacion judiciar,
Delegar las siguientes funciones, en los colaboradores del niver directivo v
asesor qLie se indicar6n en el pardgrafo primero del presente articulo.

1- Representar judiciar y extrajudiciarmente a la Naci6n - Ministerio rle
Minas y Enefgia ante las autoridades administrativas o jurisclicciona lei
en.los procesos y actuaciones que se instauren en su conlra o qtre iste
deba promover en defensa de los intereses de la Entidad.

2' Notificarse de ras providencias pre-judiciares, extraludiciares o autos
admisorios de las demandas y las demds providencias jLrclioales
proferidas en los procesos en que el Ministerio de Minas y Enerqia scaparte

3. Otorgar poderes a los profesionales del derecho para que representenal Ministerio de Minas y Energia en los procesos lurjrciaies y
extrajudiciales en los que sea parte,

4. conciliar en ros tdrminos permitidos por ra rey y de conformidad con lasinstrucciones impartidas por el Comite de Conciliaciorr y Defensa
Judicial de la Entidad.

Parigrafo Primero: Los delegatarios de ras funciones senaradas en erpresente articulo se16n:

cARG-o -- - i-.- cnAoo
Jefe de ta oficina Asesora Juridica I C6Oigo rO+s _ GiiJo ra

Asesor det Despacho Oe ta 
"Ministra 

i COaigo i OZO _ Gracto 10 rlrrierrde Minas y Energia I aOici6natmente ostente la calidacj de
,coordinador del Grupo de Defensa
lJudicial y Extrajudiciat <je t:r Oficina

- | Asesora Juridica

Parigrafo Segundo: Delegaci6n de funciones de representecion
::.j:j:,tl:yr.- Detegar en et Jefe oe ra oriina nil]ora Luridica et ejercicioue norlcarse de los actos. adminlstrativos expedidos por las enttclade:,publicas asi como ra facurrad o" otorg;i pod"il;;"; interposicion (rc rosrecursos contra los mismos.
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Conlrnuacron de b Resolucion "Por rncdio (le la cual se deleqatt laa hncnt,es de teUeseqlacidtt JLtlicul
y exle ltKtlcial de la etllidad y se designa a ut nieltlbto del Cottil€ cie CoDaliaciit, y D$et)sa Jutlicial'

Articulo Tercero; Comit6 de Conciliaci6n y Defensa Judicial.- Designar a
Camilo Andr6s Tovar Perilla, identificado con la c6dula de ciudadania nlmero
1.020.730.900 expedida en Bogota D.C,, Asesor del Despacho de la Ministra,
Codigo 1020 - Grado 10, como miembro del Comite de Conciliacion y Defensa
.luclicial de la Entidad.

Articulo Cuarto: Camilo Andrds Tovar Perilla' identilicado con la cedula de

caudadania n[mero 1.020.730.900 expedida en Bogotd D,C , ejercerd en

calidad de miembro permanente ante el Comite de Conciliacion y Defensa

JLrdicial de la Entidad, las funciones que le confiere el Decreto 1716 de

2009, compilado en el Decreto 1 069 de 201 5, y la Resoluci6n No 1 B 1 1 77

del 15 de iulio de 2009.

Articulo Quinto: La presente resolucion rige a partir de la fecha de su

expediciott.

Comuniquese y C0mplase.

Dada en BogotA, D.C. a - 6 aGO 2019

MARIA FERNANDA suAREz LoNDoNo t(.,./
Ministra de Minas Y Energia ,t )\

P

L r.'h\,ro: r ,.i r LInnir s(purveoJ M.]'xn /ltbonada o,\J r
R,.vrsu L ..r: l. |!lrJ.r (nJo r Jch, OAJ tt. '
Atrolro lt.r'ri l urrtrrdr 5u.rre: Londolo r "


